








cias regionales.  

2. Contexto histórico-político de la sentencia 

Durante el gobierno de Alejandro Toledo se puso en marcha el proyec-
to de gas Camisea, de gran importancia para nuestro país. En ese contexto, se 
expidieron diversas normas relacionadas con dicha materia. Así, mediante Re-
solución Suprema N° 168-2003-EF, publicada el 27 de julio de 2003, en el dia-
rio oficial El Peruano, se aprobó la adjudicación en venta directa a favor de la 
empresa Hunt Oil Company of Peru (en adelante Hunt Oil Company) de tres te-
rrenos. Tal adjudicación fue solicitada a fin de construir la planta e instalacio-
nes necesarias para el proyecto de licuefacción de gas natural proveniente de los 
yacimientos de Camisea. Posteriormente, con fecha 5 de noviembre de 2004, 
se publicó la Ley N° 28374, que regula la distribución de los recursos en el caso 
de la adjudicación directa de predios en el ámbito de desarrollo de proyectos de 
interés nacional. Cabe destacar que esta ley declaró de necesidad pública e in-
terés nacional la instalación y operación de plantas de procesamiento de gas na-
tural (artículo 1°). 

  
El artículo 2° de la Ley N° 28374 fue cuestionado mediante el proceso 

de inconstitucionalidad (Exp. N° 0002-2005-PI/TC). El citado artículo seña-
la: «Tratándose de predios de titularidad del Estado ubicados en el ámbito de 
desarrollo de proyectos declarados de interés nacional y necesidad pública, 
cuya jurisdicción sea reclamada por más de un Gobierno Regional debido a un 

SOBRE LA DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS EN EL ÁMBITO
DE DESARROLLO DE PROYECTOS DE INTERÉS NACIONAL 

NADIA PAOLA IRIARTE AMOP
Asesora jurisdiccional del Tribunal Constitucional

JU
R

IS
P

R
U

D
E

N
C

IA
 C

O
M

E
N

T
A

D
A

n la sentencia bajo comentario se identificaron como materias consti-
tucionalmente relevantes, principalmente, las siguientes: i) descentra-
lización-autonomía; ii) descentralización-principios; y, iii) competen-E
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conflicto limítrofe, el Gobierno Nacional mantendrá la administración de di-
chos predios en tanto se ponga fin al conflicto. En los casos en que existan con-
flictos limítrofes y el Gobierno Nacional efectúe actos de disposición de con-
formidad con la normatividad vigente, luego de definido el conflicto limítrofe, 
la Dirección Nacional de Tesoro Público deberá transferir al Gobierno Regio-
nal correspondiente un monto igual a los ingresos que esta hubiera percibido 
producto de la venta a terceros de predios ubicados en la zona de conflicto du-
rante la existencia del mismo. El monto transferido al correspondiente Gobier-
no Regional deberá ser destinado a obras de impacto local y/o regional».

En relación con el caso objeto de nuestro análisis, precisamos que uno 
de los terrenos adjudicados en venta directa a favor de Hunt Oil Company of 
Peru es el situado en las Pampas de Concón, Valle de Topara, en los límites de la 
provincia de Cañete con la provincia de Chincha, terreno sobre el que se origi-
nó una disputa limítrofe entre los gobiernos regionales de Lima e Ica.

  
Dada la problemática que se planteó, la demanda de inconstitucionali-

dad generó debate e interés de la sociedad. La sentencia del Tribunal Constitu-
cional (en adelante Tribunal) abordó diversos aspectos referidos a la descentra-
lización, declaró la validez constitucional del artículo 2° de la Ley N° 28374, y 
exhortó al Congreso de la República para que otorgue estabilidad jurídica a la 
inversión, emitiendo la ley de demarcación territorial respectiva. 

3. Análisis  

En el presente acápite, abordaremos aquellas materias constitucional-
mente relevantes, identificadas al inicio de este trabajo. Sobre el tema «descen-
tralización-autonomía», el Tribunal trajo a colación lo prescrito en el artículo 
188° de la Constitución y enfatizó que la descentralización es una forma de or-
ganización democrática y constituye una política permanente de Estado que 
tiene como objetivo fundamental el desarrollo integral del país.

Asimismo, centró su atención en la autonomía y la definió como la ca-
pacidad de autogobierno para desenvolverse con libertad y discrecionalidad, 
pero sin dejar de pertenecer a una estructura general de la cual en todo mo-
mento se forma parte, y que está representada no solo por el Estado sino por el 
ordenamiento jurídico que rige a este. Esta definición fue utilizada por el Tri-
bunal en anteriores oportunidades, como por ejemplo en el Exp. N° 0012-
1996-AI/TC. 

.
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Lo importante del proceso de descentralización, según el Tribunal, es 
que la autonomía ha sido revisada para el caso de todos los gobiernos reconoci-
dos. Tanto el gobierno nacional como el regional y el local poseen autonomía a 
nivel del derecho público interno, pero solo el gobierno nacional detenta la so-
beranía a nivel del derecho público internacional. 

En el caso concreto los accionantes alegaron que la norma es inconsti-
tucional pues, a su entender, el gobierno nacional pretendió arrogarse motu 
proprio una facultad que constitucionalmente le pertenece a los gobiernos re-
gionales, específicamente al gobierno regional de Lima, pues el terreno aludi-
do en forma genérica en la norma cuestionada (que es sobre el que tenía que 
instalarse la planta de licuefacción del gas natural de Camisea), se encuentra 
dentro de su jurisdicción.

Al respecto, el Tribunal especificó que los gobiernos regionales tienen 
autonomía política, económica y administrativa en los asuntos de su compe-
tencia. La autonomía política se traduce básicamente en la elección de sus re-
presentantes, así como en la elaboración del Plan de Desarrollo Regional. La 
autonomía económica es esencial para las regiones, puesto que sin rentas pro-
pias y sin una reserva presupuestal mínima, su actuación solo podría llegar a 
mostrarse como aparente.

Los parámetros de la autonomía regional deben fijarse de manera co-
rrecta, a partir de una distribución de competencias circunspecta, que debe 
basarse en los criterios de unidad y subsidiariedad. A nuestro juicio, de manera 
acertada el Tribunal enfatizó que la autonomía no puede ser confundida con 
autarquía. La autonomía debe ser realizada con pleno respeto del ordenamien-
to jurídico. En consecuencia, no porque un organismo sea autónomo deja de 
pertenecer al Estado, pues sigue dentro de él y, como tal, no puede apartarse del 
esquema jurídico y político que le sirve de fundamento a este y, por supuesto, a 
aquel.

A criterio del Tribunal, la norma constitucional que reconoce la autono-
mía regional, debe ser entendida en el sentido de que tal capacidad para regirse 
mediante normas y actos de gobierno, se extiende a todas aquellas competen-
cias que constitucionalmente le hayan sido atribuidas. Sin embargo, ello no 
quiere decir que el desarrollo y ejercicio de cada una de estas pueda realizarse, 
siempre y en todos los casos, con idéntica intensidad de autonomía. Es consti-
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tucionalmente lícito modularlas en función del tipo de interés que con su ejer-
cicio se persigue. En ese sentido, observó que la Constitución garantiza a los 
gobiernos locales una autonomía plena para aquellas competencias que se en-
cuentran directamente relacionadas con la satisfacción de los intereses locales. 
Pero no podrá ser de igual magnitud respecto al ejercicio de aquellas atribucio-
nes competenciales que los excedan, como los intereses supralocales, donde esa 
autonomía tiene que necesariamente graduarse en intensidad, debido a que en 
ocasiones de esas competencias también coparticipan otros órganos estatales.

Por tanto, los intereses nacionales deben llegar a modular la eficacia de 
la autonomía regional, más aún si se tiene en cuenta que esta está sujeta a pará-
metros constitucionales que le dotan de validez y eficacia. Bajo tales premisas, 
concluyó que no se puede pretender argumentar la autonomía como si fuera un 
elemento casi de soberanía. Las regiones poseen un papel trascendente en la 
descentralización, pero ello no puede dar lugar a un abuso de su posición cons-
titucional. 

El reconocimiento, respeto y promoción por parte del gobierno central 
de la autonomía política, económica y administrativa de los gobiernos regiona-
les, es consubstancial al principio reconocido en el artículo 43° de la Constitu-
ción, según el cual el gobierno es descentralizado. Ponemos de relieve que en el 
marco del proceso de descentralización aparecen las regiones, las cuales se pre-
sentan como unidades geoeconómicas sostenibles, y cuya creación se ha reali-
zado sobre la base de áreas contiguas integradas histórica, cultural, administra-
tiva y económicamente. En la base de la descentralización existen dos funda-
mentos: uno político, democratizador; y, otro técnico, de eficiencia en las pres-
taciones de los servicios públicos. La regionalización es un componente básico 
del proceso democrático del Estado, encaminado a institucionalizar un plura-
lismo político de base territorial, que supone la distribución, el reparto y la di-
fusión del poder del Estado por el territorio nacional.

Respecto del tema «descentralización-principios», el Tribunal precisó 
que para poder entender correctamente el proceso de descentralización, y den-
tro de él, la regionalización, es necesario reconocer que cualquier tipo de análi-
sis que se realice de las autonomías que se le reconoce con el subsecuente repar-
to de competencias, debe respetar dos principios elementales: la unidad del Es-
tado peruano como marco que guíe el proceso, y la subsidiariedad como crite-
rio que guíe la disquisición funcional entre los distintos gobiernos existentes.
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Sobre el primer principio, el Tribunal recalcó que el Estado de nuestro 
país es unitario, pero a la vez, con un gran compromiso hacia el futuro: su des-
centralización, tal como lo prescribe la Constitución: «Su gobierno es unitario, 
representativo y descentralizado». En consecuencia, por más descentralización 
que exista el gobierno no puede dejar de ser unitario. La consecuencia de una 
afirmación como esta es trascendente para configurar el tipo de Estado que es el 
Perú. Sobre el particular, el artículo 189° de la Constitución señala que «el terri-
torio de la República está integrado por regiones, departamentos, provincias y 
distritos, en cuyas circunscripciones se constituye y organiza el gobierno a nivel 
nacional, regional y local, en los términos que establece la Constitución y la ley, 
preservando la unidad e integridad del Estado y de la Nación».

La unidad estatal constituye el fundamento de la organización y marcha 
de la estructura del Estado peruano. Respetando su contenido, existe una redis-
tribución funcional y territorial. Es así como se subordina el principio de jerar-
quía normativa al de competencia: la unidad prima sobre la diversidad. En tal 
sentido, el Tribunal afirmó que el gobierno constitucional del Perú no puede 
verse soslayado por una autonomía excesiva que quieran arrogarse las regiones. 
Por lo tanto, el gobierno regional de Lima no está en capacidad de discutir la 
unidad del Estado, ni tampoco afectar, por una interpretación incorrecta de la 
misma, su indemnidad.

Asimismo, sobre la base de los límites que deben regir al proceso de des-
centralización, precisó que el objetivo principal de dichos límites (que, a su vez, 
actúa como principio informante de toda política descentralizadora) es el re-
conocimiento de la unicidad e indivisibilidad del Estado. En efecto, Estado 
unitario e indivisible de gobierno descentralizado no son, en absoluto, concep-
tos contrapuestos. 

En relación con el caso concreto, el Tribunal destacó que cuando un 
tema es de importancia nacional, surge con toda su fuerza la unidad del Estado, 
permitiendo la autonomía regional. Sobre el principio de subsidiariedad, seña-
ló que este exige la atribución de competencias y responsabilidades públicas a 
las autoridades más próximas a los ciudadanos, que se encuentren en condicio-
nes de ejercerlas. La subsidiariedad solamente tendrá validez constitucional si 
está estrechamente vinculada a los principios de proporcionalidad y de necesi-
dad, que suponen que la acción del Estado no debe exceder lo que es necesario 
para lograr los objetivos de la Constitución.
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Sobre este contexto, el Tribunal determinó que una materia solamente 
podrá ser asignada al gobierno más próximo a la sociedad si a partir del análisis 
de la competencia discutida, esta concesión favorece realmente a la población 
en un triple sentido: i) el propósito de la asignación debe ser congruente con los 
fines de la Constitución, adecuándose la solución concreta a los principios bá-
sicos de la descentralización; ii) la solución arribada debe ser la más efectiva y 
adecuada, pues tal prescindibilidad significa elegir entre las medidas posibles, 
la «más benigna»; iii) racionalmente, tal determinación de contenidos no debe 
afectar el funcionamiento de alguno de los gobiernos existentes.

De otro lado, si bien el Tribunal puso de relieve que la subsidiariedad 
está en íntima relación con la mayor cercanía del gobierno con la población; sin 
embargo, esta normatividad varía de lógica cuando un interés mayor de la na-
ción se encuentra involucrado en el caso concreto. Así, el Tribunal planteó la si-
guiente pregunta: ¿puede una empresa privada realizar una actividad de interés 
nacional y necesidad pública, que a la vez determine la calidad de una ley de 
carácter especial? La respuesta no es absoluta.

Cuando el Estado es el que realiza una actividad o presta un servicio pú-
blico es mucho más fácil determinar la importancia estatal de su actividad. Es 
más, se presume esta calidad. Sin embargo, cuando es una entidad privada la 
que actúa, por más trascendencia que tenga su intervención, debe realizarse un 
estudio razonable de su diligencia a fin de determinar si su actividad cumple o 
no con el carácter de interés nacional y necesidad pública. 

En el caso abordado, el Tribunal precisó que según la actividad que 
cumple en el desarrollo del país, la actividad de la empresa en cuestión es de 
interés nacional, y se subroga en el lugar del Estado para cumplir con una acti-
vidad que es necesaria para que el gas de Camisea pueda llegar a sus destinata-
rios reales: los ciudadanos.

Finalmente, enfatizó que se puede asumir que en un gobierno unitario 
existe una presunción de competencia a favor del gobierno nacional, a diferen-
cia de lo que sucede en el gobierno federal, donde la presunción de la titulari-
dad de las competencias reside en los gobiernos de cada Estado federado. Tam-
bién, consideró que el interés público nacional es la pauta que guía la relación 
entre unidad y subsidiariedad. Es así que la cercanía como base de la subsidia-
riedad se revierte en el ámbito del interés nacional.
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En lo que respecta a las «competencias regionales», el Tribunal manifes-
tó que la competencia se configura sobre la base de atribuciones por el tipo de 
función (competencia de función), por el tipo de materias atribuidas (compe-
tencia ratione materiae) y por el ámbito del territorio (competencia territorial).

Por otra parte, hizo referencia a tres tipos de competencias: i) competen-
cias exclusivas, que son materias asignadas en exclusividad a favor de organis-
mos constitucionales, ya sea de manera positiva (de manera directa) o negativa 
(si se impide su delegación); ii) competencias compartidas, que son materias 
divididas en determinadas áreas de atención, repartiéndose responsabilidades 
entre dos o más niveles de gobierno, actividad coherente con la noción de coo-
peración entre los organismos constitucionales autónomos; y, iii) competen-
cias concurrentes, que son materias que dan lugar a que dos o más órganos asu-
man funciones específicas comunes, existiendo una relación complementaria 
de tutela y control normativo.

Recalcamos que para determinar de manera correcta qué competencia 
corresponde a cada órgano constitucional, el intérprete debe utilizar el test de la 
competencia. Sobre este aspecto, los demandantes propugnaron la tesis según 
la cual la zona donde se instalaría la planta de licuefacción de gas natural pro-
veniente de los yacimientos de Camisea, corresponde al gobierno regional de 
Lima, puesto que este tiene la competencia exclusiva de administrar y adjudi-
car los terrenos urbanos y eriazos de propiedad del Estado en su jurisdicción, 
con excepción de los terrenos de propiedad municipal.

Para el Tribunal, el tema del gas de Camisea necesita de la cooperación 
de todas las instituciones intervinientes, por lo que era imprescindible que el 
proyecto no se paralice por una cuestión territorial. En ese sentido, fue necesa-
rio determinar con claridad qué corresponde al gobierno nacional y qué a los 
gobiernos regionales. En el desarrollo de la sentencia se indicó diversas com-
petencias de dichos órganos.

Sobre la función de administrar bienes de terrenos destinados a una ma-
teria de gas natural, el Tribunal precisó que constitucionalmente se ha señalado 
que cuando una región quiera asumir funciones de índole privativa, es nece-
sario que lo haga en armonía con las políticas y planes nacionales y locales de 
desarrollo, es decir, que pueda ejercer atribuciones inherentes a su función. En-
tonces, si se le asignan competencias exclusivas, estas deben estar en relación di-
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recta con su función y debería ceder para permitir el impulso de planes y políti-
cas de desarrollo nacionales; por más que se haya reconocido como competen-
cia exclusiva administrar y adjudicar los terrenos urbanos y eriazos de propie-
dad del Estado en su jurisdicción, con excepción de los terrenos de propiedad 
municipal. Sin embargo, exclusividad no significa exclusión. Esta facultad no 
es excluyente, puesto que sobre el mismo tema pueden asignarse funciones 
concurrentes. Tan cierta es esta afirmación que la propia Ley de Bases de la Des-
centralización, Ley N° 27783, preceptúa que es una competencia compartida 
de las regiones con el gobierno nacional, la «promoción, gestión y regulación 
de actividades económicas y productivas en su ámbito y nivel, correspondien-
tes a sectores tales como energía, hidrocarburos». En suma, el Tribunal consi-
deró que la Ley N° 28734 solo se encuentra regulando esta competencia com-
partida, incluyendo además el rol que le compete a las municipalidades.

Por otra parte, tomó en consideración el carácter de interés nacional de 
la construcción de la planta y puso énfasis en la funcionalidad que la ley cumple 
para el desarrollo del país, especialmente para promover una verdadera inver-
sión estatal. En esta línea, puso de relieve que cuando la Constitución establece 
que «son deberes primordiales del Estado [...] promover el desarrollo integral y 
equilibrado de la nación», entonces se debe asentar el claro nivel de actuación 
del gobierno nacional para asegurar el cumplimiento de sus funciones, como 
por ejemplo, permitir que el gas llegue a toda la población. En este sentido, el 
Estado asegura la prestación de servicios públicos básicos promoviendo la par-
ticipación del sector privado, a fin de mejorar la calidad de los servicios.

En conclusión, la discusión sobre la administración y adjudicación de 
terrenos sí compromete seriamente la inversión privada, y por lo tanto la limi-
tación al alcance de la competencia regional sí amerita, al estar en contraposi-
ción con una explotación minera de interés nacional, la actuación del gobierno 
nacional. Para finalizar, expresamos que esta sentencia se erige como un aporte 
significativo en el desarrollo de diversos conceptos, criterios y aspectos de la 
descentralización.
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